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RECAUDADOR DE CARTERA / GARANTÍA A LA ESTABILIDAD LABORAL DEL ARTÍCULO 26 DE LA LEY 361 DE 1997. REINTEGRO / FUERO DE ESTABILIDAD / CONOCIMIENTO DEL EMPLEADOR / AUTORIZACIÓN PARA DAR POR TERMINADA LA RELACIÓN LABORAL / ACCEDE / CONFIRMA - Por lo que antecede y habida cuenta que se probó que el actor al momento de la terminación del contrato de trabajo, se encontraba con limitación física, le correspondía al empleador solicitar la respectiva autorización ante el Ministerio de Trabajo, para que no se asuma que el despido, ha tenido ese innoble propósito, tal como lo ha dicho la Sala de Casación Laboral . 

Autorización que está ausente en éste proceso, y que sí le era exigible obtener, para develar cualquier manto de duda del verdadero motivo para tal decisión aun cuando se trate de un despido unilateral , al ser el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 una garantía que constituye un límite especial a la libertad de despido unilateral con que cuentan los empleadores; de lo contrario bastaría despedir al trabajador en situación de discapacidad con el pago de la indemnización prevista en el artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo, lo que va en contravía con los fines constitucionales perseguidos por la norma, teniendo en cuenta que la intención del legislador, entre otras, fue que una autoridad independiente, diferente al empleador, juzgara de manera objetiva si la situación de limitación del trabajador resultaba incompatible e insuperable con el cargo a desempeñar.     

A tono con lo dicho, encuentra la Sala que la a quo acertó en su decisión, por lo que merece confirmación la declaratoria de terminación del contrato de trabajo mientras gozaba de fuero de estabilidad; lo que permite a esta Sala pronunciarse sobre la sanción de reintegro, otro de los puntos de inconformidad. 

Como consecuencia de la declaratoria anterior se dispuso el reintegro del actor a su cargo, con las consecuentes condenas; por lo que se solicita por el recurrente estas vayan solo hasta la fecha en que se canceló la matrícula mercantil del establecimiento de comercio donde laboró el actor, ya que en el nuevo establecimiento no se encuentra el cargo de recaudador.

Sobre la reinstalación de un trabajador a su empleo, ha dicho la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia  que ello es factible si la entidad existe, al no resultar lógico pretender la reubicación a una entidad que, sencillamente, ha desaparecido material y jurídicamente.

Pero en este caso, lo cierto es, que tal imposibilidad no se presenta, al contar la demandada, persona natural, con un nuevo establecimiento de comercio llamado The Goldem Dream, inscrito desde el 17-10-2014 en la Cámara de Comercio de Dosquebradas (fls. 18 a 20), cuya actividad principal es la confección de artículos con materiales textiles, excepto prendas de vestir y como actividades adicionales, entre otras, comercio al por menor de prendas de productos textiles en establecimientos especializados; actividad que tiene gran similitud con la del establecimiento de comercio Lindo Hogar Pereira, tal como lo confesó ésta en el interrogatorio de parte, cuando dijo que Lindo Hogar se dedicaba a la comercialización de productos textiles, cancelado 3 meses antes; además por contar aquel con el mismo personal de éste, como lo afirmó Margarita Yaneth Bedoya Giron, lo que le consta por ser parte de él.

Por otra parte, aún de no contarse con el cargo de recaudador, se debe advertir que en primera instancia se estableció que el reintegro también lo era para uno similar, siempre y cuando se tenga en cuenta las recomendaciones dadas por la ARL, si aún persisten éstas.
ACLARACIÓN DE VOTO: DOCTOR JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Tiene como finalidad esta aclaración, hacer notar que no es que haya cambiado mi posición sobre el tema respecto a la necesidad de que, en los términos de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, para que opere la estabilidad laboral en esta clase de eventos se requiere que se encuentre probada una pérdida de capacidad laboral superior al 15%, como en efecto se da en este específico caso.

En Pereira, a los seis (06) días del mes de febrero de dos mil dieciocho (2018), siendo las diez y treinta de la mañana (10:30 a.m.), la Sala Segunda de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación frente a la sentencia proferida el 11 de noviembre de 2016 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso que promueve el señor Gustavo Arles López Palacio contra la señora Esperanza Urquijo Contreras, radicado 66001-31-05-004-2016-00199-01.
REGISTRO DE ASISTENCIA:

Demandante y su apoderado: 

Demandado y su apoderado:
TRASLADO A LAS PARTES

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
ANTECEDENTES
1. Síntesis de la demanda y su contestación
Pretende el señor Gustavo Arles López Palacio que se declare que entre él y la señora Esperanza Urquijo Contreras existió un contrato de trabajo a término fijo inferior a 1 año, desde el 01-05-2011 al 30-04-2014, que terminó la empleadora encontrándose en estado de debilidad manifiesta; en consecuencia, se condene al pago de la indemnización prevista en la Ley 361 de 1997; salarios, prestaciones sociales y vacaciones dejados de percibir, desde la fecha de terminación hasta que se haga efectivo el reintegro; y los aportes al sistema de la seguridad social desde el 17-10-2013 hasta el reintegro.
Fundamenta sus pretensiones en que: (i) entre ellos el 01-05-2011 se celebró un contrato de trabajo inferior a un año, para ser recaudador de cartera en el establecimiento de comercio Lindo Hogar Pereira, con un salario de $535.600; (ii) el 20-12-2011 sufrió un accidente de trabajo que le generó incapacidad hasta el 29-09-2013; (iii) el 27-09-2013 Positiva Compañía de Seguros le remitió a la empleadora las recomendaciones dadas al demandante para ejecutar su labor por 16 semanas; (iii) El 16-10-2013 la señora Urquijo Contreras terminó el contrato de trabajo y le pagó la indemnización de que trata el artículo 64 del CST.

(iv) Revisada la PCL por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda se modificó el porcentaje dado inicialmente por Positiva a 35.30% y fecha de estructuración a 20-12-2011. 

(v) La empleadora no solicitó la autorización ante el Ministerio de Trabajo para dar por terminado el contrato. 
(vii) El 18-07-2014 la señora Urquijo Contreras canceló la matrícula mercantil del establecimiento de comercio Lindo Hogar Pereira y el 17-10-2014 registró en la Cámara de Comercio de Dosquebradas el establecimiento The Goldem Dream, ambos comercializan al por menor productos textiles en establecimientos especializados. 
Esperanza Urquijo Contreras no contestó oportunamente la demanda, lo que dio lugar a tenerse como indicio grave en su contra.
2. Síntesis de la sentencia objeto de apelación
El Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira declaró que entre el señor Gustavo Arles López Palacio y la señora Esperanza Urquijo Contreras existió un contrato de trabajo entre el 01-05-2011 y el 16-10-2013; que terminó por causas imputables a la empleadora, y que al momento del despido el actor se encontraba  protegido por fuero especial de discapacidad; por lo que su despido debía surtirse previo los trámites del artículo 26 de la Ley 361 de 1997; en consecuencia, ordenó a la señora Urquijo Contreras el reintegro del actor al cargo de recaudador de cartera o a uno similar o afín que tenga la empresa o establecimiento de comercio de su propiedad, con el respectivo pago de salarios, prestaciones causadas y vacaciones entre el 17-10-2013 inclusive, hasta la fecha en que se haga efectivo el reintegro. Asimismo, al pago de la indemnización prevista en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 y por último, al valor de los aportes a pensión desde el 17-10-2013 hasta el reintegro, y autorizó a la empleadora para que al momento del pago descuente lo pagado por concepto de indemnización por despido injusto.
Como fundamento de su decisión señaló que el demandante al momento de su despido se encontraba en una condición vulnerable al no tener definida su PCL y se reintegró, luego de tener un concepto favorable de rehabilitación, que permitió que la ARL Positiva emitiera unas recomendaciones el 27-09-2013 para la empleadora y el lapso en que debía implementarse (16 semanas), y además para el despido no contó con la respectiva autorización del Ministerio de Trabajo. 
Finalmente. Dijo la quo, que a pesar de agotarse las funciones del demandante y cambio de razón social del establecimiento, no es óbice para que se reintegre, dado que se demanda es a la señora Urquijo Contreras como empleadora y no como propietaria del mismo. 
3. Síntesis del recurso de apelación 

Inconforme con la decisión, apeló la parte demandada al considerar que el trabajador para el momento de su despido se encontraba simplemente con unas restricciones mínimas de parte de la ARL Positiva, enviada unos días antes de que se terminara el contrato de trabajo, y más que restricciones eran unas autorizaciones para desempeñar determinadas labores y recomendaciones para el empleador, las que no daban lugar a que se tuviera que acudir al Ministerio de Trabajo y de esta forma dar cumplimiento con la Ley 361 de 1997.
Además el trabajador al momento de la terminación unilateral del contrato estaba en el proceso de calificación de la PCL, lo que se concretó tiempo después; por lo tanto, si el trabajador no estaba incapacitado al momento de su terminación, o calificado con un porcentaje superior al 15%, no se ve la razón de la condena.
Subsidiariamente, solicitó que en caso de mantenerse las condenas, sean hasta el 18-07-2014, fecha en la que legalmente fue cancelada en la Cámara de Comercio la matrícula del establecimiento de comercio donde trabajó el actor, máxime cuando las labores para las que fue contratado, de recaudador, no se dan en el nuevo establecimiento de comercio que abrió la demandada totalmente diferente, como dijo la testigo; asimismo, porque una cosa es lo que se indica como objeto social en un certificado de Cámara de Comercio y otra es la actividad que se desarrolla, por lo que no habría lugar al reintegro.

CONSIDERACIONES
1. Problemas jurídicos
De acuerdo con lo anterior, la Sala plantea los siguientes interrogantes:

(i) ¿Gozaba el actor de estabilidad laboral reforzada al momento de la terminación del contrato de trabajo?
(ii) ¿Hay lugar al reintegro del demandante, junto con el pago del salario y sus prestaciones sociales, a pesar de no subsistir el establecimiento de comercio donde prestó su servicio y el cargo por el que se le contrató?

2. Soluciones a los interrogantes planteados
2.1 Garantía a la estabilidad laboral del artículo 26 de la Ley 361 de 1997
La Ley 361 de 1997 consagra mecanismos obligatorios que garantizan la incorporación social de las personas en situación de discapacidad en los distintos lugares en donde actúan; como la permanencia en el empleo luego de haber adquirido la respectiva situación de discapacidad
 sicológica, física o sensorial.
Así para el caso que nos ocupa, el artículo 26, parte del capítulo IV, relativo a la integración laboral, señala que una persona en situación de discapacidad no puede ser despedida o su contrato terminado por razón de la misma, salvo que medie autorización de la oficina de trabajo; si esto se omite tendrá derecho a una indemnización equivalente a ciento ochenta (180) días de salario, sin perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar.
En relación con la aplicación del citado artículo la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ha dicho que deben concurrir los siguientes requisitos:

“(i) que se encuentre en una de las siguientes hipótesis: a) con una limitación “moderada”, que corresponde a la pérdida de la capacidad laboral entre el 15% y el 25%, b) “severa”, mayor al 25% pero inferior al 50% de la pérdida de la capacidad laboral,  o  c) “profunda” cuando el grado de minusvalía supera el 50%; (ii) que el empleador conozca de dicho estado de salud; y (iii) que termine la relación laboral “por razón de su limitación física” y sin previa autorización del Ministerio de la Protección Social”
.
De estas exigencias, la Corte Constitucional estima que sólo es necesario la existencia de una limitación física, sensorial o sicológica para realizar su trabajo regularmente, sin requerir calificación o discapacidad declarada, certificada y cuantificada
, al bastar, que se trate de persona en situación de vulnerabilidad por razones de salud
.
Ahora, de cumplirse los supuestos de la norma que se viene comentando, como sanción no solo procede la indemnización que plantea el artículo 26 ibidem, dado que la Corte Constitucional al condicionar su exequibilidad, mediante Sentencia C-531 de 10-05-2000
, dijo que también, carece de todo efecto jurídico el despido o la terminación del contrato de una persona por razón de su situación de discapacidad, sin que exista autorización previa de la oficina de trabajo, donde constate la configuración de la existencia de una justa causa para el despido o terminación del respectivo contrato. Tesis que comparte la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en providencia reciente
, de encontrar configurados los requisitos atrás señalados. 
2.2 Fundamento fáctico
De manera liminar, debe decirse que no hay discusión, por cuanto no fue objeto de apelación que las partes estuvieron atadas por un contrato de trabajo desde el 01-05-2011 con vencimiento el 16-10-2013, donde se desempeñó el actor como recaudador de cartera en el establecimiento de comercio Lindo Hogar Pereira, con un salario mínimo legal vigente (fl.24).

2.2.1 Así las cosas, la Sala se adentra en el análisis del cumplimiento de los requisitos mencionados, que de ser probados darían lugar a la ineficacia del despido por gozar el trabajador de estabilidad laboral reforzada. 
a) Limitación de la parte actora  

El 26-06-2014, fecha para la cual se encontraba desvinculado laboralmente el actor, La Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda determinó que éste sufrió con una pérdida de capacidad laboral del 35,30%, de origen laboral, con fecha de estructuración de 20-12-2011 (fls. 31 a 37), cuya calenda corresponde a la del accidente de trabajo; con lo que se acredita que para el momento de darse el despido el señor López Palacio (16-10-2013) tenía una limitación severa en los términos de la SL de la CSJ.

Y si bien este dictamen se dio tiempo después de ser despedido el actor (menos de un año) lo cierto es que su estructuración fue anterior, que es lo determinante para desentrañar el cumplimiento de este primer presupuesto; máxime que no hay duda que para tal momento se presentaba una limitación, si en cuenta se tiene que la reincorporación a su lugar de trabajo, el 27-09-2013- ameritó que la ARL Positiva le diera unas recomendaciones por 16 semanas para el desempeño laboral, tanto al trabajador como al empleador; donde éste último tenía el deber de realizar un seguimiento al proceso de adaptación laboral; permitir la asistencia por parte del trabajador a los controles médicos; participar en el proceso de rehabilitación integral; supervisar que el trabajador implementara las recomendaciones dadas a él, tales como evitar la manipulación de cargas hasta 6 kg; desplazarse por terrenos irregulares; subir y bajar escaleras de manera frecuente; realizar actividades propias de su labor que no requieran permanecer en posición de rodillas y/o cuclillas; tampoco las que no requiera manejar motocicleta; labores de tipo de altura; y tener periodos de descanso de aproximadamente 5 minutos por cada 2 horas de trabajo (fls. 27 a 28).

Recomendaciones que conoció la empleadora, según lo confesó en el interrogatorio de parte, y que no correspondían a unas meras advertencias, como lo quiere hacer ver el recurrente, sino a verdaderas restricciones o limitaciones, pues impedían de manera sustancial el desempeño de sus labores como recaudador de cartera en condiciones regulares, como recaudador de cartera; tanto así, que al momento de su reingreso, lo pusieron a archivar junto con la secretaria Margarita Yaneth Bedoya Giron, por cuanto dicha labor no le implicaba mucho esfuerzo, tal como lo manifestó ésta última en su relato, y no a recaudar cartera, función que hacía antes del accidente, en donde necesariamente debía emplear sus piernas, movilizarse en un medio de transporte, entre otras.
Por si fuera poco, la cantidad de días que estuvo incapacitado, exactamente 639 días, desde el 20-12-2011 al 29-09-2013, como lo confiesa la demandada en el interrogatorio de parte, demuestra que la fractura de platillo tibial de rodilla izquierda (fl.27) le implicó un largo proceso de rehabilitación que mermó sus condiciones físicas, como se vio reflejado en el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, por ello al volver a trabajar, lo hizo bajo unas recomendaciones de la ARL Positiva, en la medida en que estaba limitado para el ejercicio de su cargo en condiciones habituales.
b) Conocimiento del empleador del estado de salud del trabajador
En relación con este requisito se advierte que si bien la demandada al momento de dar por terminado de manera unilateral el contrato de trabajo no conoció el dictamen donde se le dictaminó al actor la PCL del 35.30%, en la medida en que éste fue emitido con fecha posterior; sí sabía del estado de salud del trabajador desde el 20-12-2011, fecha del accidente de trabajo; que sumado al largo tiempo que estuvo incapacitado y las recomendaciones que se le dieron para reintegrarse a su vida laboral, le permitían tener certeza que el empleado se encontraba limitado para ejercer su labor; hechos estos, que también le dieron la posibilidad de conocer, por su condición de empleadora, que al superar los 360 días de incapacidad un empleado, la AFP debía iniciar el proceso de calificación, todo ello de conformidad con el artículo 142 del Decreto 19 de 2012
, que le obligaba a estar a atenta a que tal procedimiento se cumpliera; de tal manera que no puede alegar la falta de conocimiento, por serle imputable a su incuria.
Huelga aclarar que en relación con los dictámenes de las Juntas de Calificación de Invalidez ha dicho el máximo órgano de cierre en materia laboral
 que es un medio de prueba, pero no el único, porque existe libertad probatoria cuando se trata de estabilidad laboral reforzada: 
c) Terminación de la relación laboral por razón de su limitación física y sin previa autorización del Ministerio de Trabajo
Por lo que antecede y habida cuenta que se probó que el actor al momento de la terminación del contrato de trabajo, se encontraba con limitación física, le correspondía al empleador solicitar la respectiva autorización ante el Ministerio de Trabajo, para que no se asuma que el despido, ha tenido ese innoble propósito, tal como lo ha dicho la Sala de Casación Laboral
. 

Autorización que está ausente en éste proceso, y que sí le era exigible obtener, para develar cualquier manto de duda del verdadero motivo para tal decisión aun cuando se trate de un despido unilateral
, al ser el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 una garantía que constituye un límite especial a la libertad de despido unilateral con que cuentan los empleadores; de lo contrario bastaría despedir al trabajador en situación de discapacidad con el pago de la indemnización prevista en el artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo, lo que va en contravía con los fines constitucionales perseguidos por la norma, teniendo en cuenta que la intención del legislador, entre otras, fue que una autoridad independiente, diferente al empleador, juzgara de manera objetiva si la situación de limitación del trabajador resultaba incompatible e insuperable con el cargo a desempeñar.     

A tono con lo dicho, encuentra la Sala que la a quo acertó en su decisión, por lo que merece confirmación la declaratoria de terminación del contrato de trabajo mientras gozaba de fuero de estabilidad; lo que permite a esta Sala pronunciarse sobre la sanción de reintegro, otro de los puntos de inconformidad. 
2.2.2. Como consecuencia de la declaratoria anterior se dispuso el reintegro del actor a su cargo, con las consecuentes condenas; por lo que se solicita por el recurrente estas vayan solo hasta la fecha en que se canceló la matrícula mercantil del establecimiento de comercio donde laboró el actor, ya que en el nuevo establecimiento no se encuentra el cargo de recaudador.

Sobre la reinstalación de un trabajador a su empleo, ha dicho la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia
 que ello es factible si la entidad existe, al no resultar lógico pretender la reubicación a una entidad que, sencillamente, ha desaparecido material y jurídicamente.

Pero en este caso, lo cierto es, que tal imposibilidad no se presenta, al contar la demandada, persona natural, con un nuevo establecimiento de comercio llamado The Goldem Dream, inscrito desde el 17-10-2014 en la Cámara de Comercio de Dosquebradas (fls. 18 a 20), cuya actividad principal es la confección de artículos con materiales textiles, excepto prendas de vestir y como actividades adicionales, entre otras, comercio al por menor de prendas de productos textiles en establecimientos especializados; actividad que tiene gran similitud con la del establecimiento de comercio Lindo Hogar Pereira, tal como lo confesó ésta en el interrogatorio de parte, cuando dijo que Lindo Hogar se dedicaba a la comercialización de productos textiles, cancelado 3 meses antes; además por contar aquel con el mismo personal de éste, como lo afirmó Margarita Yaneth Bedoya Giron, lo que le consta por ser parte de él.

Por otra parte, aún de no contarse con el cargo de recaudador, se debe advertir que en primera instancia se estableció que el reintegro también lo era para uno similar, siempre y cuando se tenga en cuenta las recomendaciones dadas por la ARL, si aún persisten éstas.

Lo mencionado es suficiente para desatender este argumento de la apelación.

CONCLUSIÓN
Lo anterior permite a esta Sala confirmar la decisión de primera instancia.

Costas en esta instancia a cargo de la demandada en favor de la demandante (art. 365 numeral 1 del CGP). 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, Sala Segunda Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 11-11-2016 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso que promueve el señor Gustavo Arles López Palacio contra la señora Esperanza Urquijo Contreras.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la demandada en favor de la demandante, por lo ya expuesto. 
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.
Quienes integran la Sala,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                      
                   Magistrado                                                         Magistrado

Con aclaración de voto
ACLARACIÓN DE VOTO
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, seis (06) de febrero de dos mil dieciocho (2018)

Tiene como finalidad esta aclaración, hacer notar que no es que haya cambiado mi posición sobre el tema respecto a la necesidad de que, en los términos de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, para que opere la estabilidad laboral en esta clase de eventos se requiere que se encuentre probada una pérdida de capacidad laboral superior al 15%, como en efecto se da en este específico caso.

Ahora, el hecho de que en el momento de terminar el contrato de trabajo no existiera el dictamen que fijaba la pérdida de la capacidad laboral en el 35,30%, no liberaba al empleador de la obligación de verificación de las condiciones de salud del trabajador, pues, si como ocurrió en este caso, posteriormente se hace la valoración médica y con ella se establece que ya, desde antes del despido, se había estructurado la pérdida de la capacidad laboral superior al 15%, él –el empleador- debe asumir las consecuencias de no haberse cerciorado del real estado de salud de su trabajador para aquella fecha.

Por lo anterior es que acompaño la decisión y dejo aclarado mi voto. 
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado
� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-458 de 22-07-2015. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 


� CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Laboral. Sentencia de 25-03-2009. Radicado 35606. M.P. Isaura Vargas Díaz reiterada en sentencia de 29-06-2016. Radicado 42451. M.P. Fernando Castillo Cadena.


� CORTE CONSTITCIONAL. Sentencia T-320 de 21-06-2016. M.P. Alberto Rojas Ríos y SU-049 de 02-02-2017. M.P. María Victoria Calle Correa.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T -141 de 28-03-2016. M.P. Alejandro Cantillo Linares y SU-049 de 02-02-2017 M.P. María Victoria Calle Correa.


� M.P. Álvaro Tafur Galvis.	


� Sentencia de 25-05-2016. Radicado 42306. M.P. Rigoberto Echeverry Bueno.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-144 de 28-03-2016. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Laboral. Sentencia de 29-06-2016. Radicado 42451. M.P. Fernando Castillo Cadena.





� Sentencia de 25-05-2016. Radicado 42306. M.P. Rigoberto Echeverry Bueno.


� CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Laboral. Sentencia de 25-05-2016. Radicado 42306. M.P. Rigoberto Echeverry Bueno.


� Sentencia de 08-06-2016. Radicado 46636. M.P. Clara Cecilia Dueñas Quevedo.
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